
MEDIDAS ECONOMICAS APROBADAS POR EL GOBIERNO PARA LA 

CRISIS MOTIVADA POR EL COVID-19 

 

I.- Prestación extraordinaria por cese de actividad para los autónomos 
afectados por declaración del estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
 
 

Con carácter excepcional y vigencia limitada a un mes (a contar desde el día 

14 de marzo), o hasta el último día del mes en que finalice el estado de alarma, 

de prolongarse éste durante más de un mes, los trabajadores por cuenta propia 

o autónomos, cuyas actividades queden suspendidas, en virtud de lo previsto 

en el mencionado Real Decreto, o, en otro caso, cuando su facturación en el 

mes anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en un 

75 por ciento en relación con el promedio de facturación del semestre anterior , 

tendrán derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad que se 

regula en el RD, siempre que cumplan los siguientes requisitos: 

 

a) Estar afiliados y en alta , en la fecha de la declaración del estado de alarma, 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos.   

b) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en 

virtud de lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la 

reducción de su facturación al menos, un 75 por ciento, en relación con la 

efectuada en el semestre anterior. 

c) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social . No 

obstante, si en la fecha de la suspensión de la actividad o de la reducción de la 



facturación no se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al 

trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 

naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto 

producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección. 

La cuantía de la prestación regulada en este artículo se determinará aplicando 

el 70 por ciento a la base reguladora. Cuando no se acredite el período mínimo 

de cotización para tener derecho a la prestación, la cuantía de la prestación 

será equivalente al 70 por ciento de la base mínima de Cotización en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos. 

El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado y no reducirá los 

períodos de prestación por cese de actividad a los que el beneficiario pueda 

tener derecho en el futuro. 

La percepción será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de 

Seguridad Social( prestación por desempleo, incapacidad, etc). 

 

II.- Medidas flexibilizadoras en el mercado de trabajo 
 

1. Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su 

causa directa en pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, 

incluida la declaración del estado de alarma, que impliquen suspensión o 

cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, 

restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad de las 

personas y/o las mercancías, falta de suministros que impidan gravemente 

continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones 

urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de 

medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que 

queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de provenientes de 

una situación de fuerza mayor. 

 

2. Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los 

procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza 

mayor relacionados con el COVID-19. 

La Tesorería General de la Seguridad Social exonerará a la empresa del 



abono de la aportación empresarial (la cuota obrera será sufragada por el 
SEPE), mientras dure el período de suspensión de contratos o reducción de 

jornada autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, a 29 de febrero 

de 2020, tuviera menos de 50 trabajadores en situación de alta en la Seguridad 

Social. Si la empresa tuviera 50 trabajadores o más, en situación de alta en la 

Seguridad Social, la exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 % 

de la aportación empresarial. 

Los trabajadores por cuenta ajena afectados accederán a la prestación 
por desempleo, aunque carezcan del período de ocupación cotizada 
mínimo necesario para ello y no computará el tiempo en que se perciba la 
prestación por desempleo de nivel contributivo que traiga su causa inmediata 

de las citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir los 

períodos máximos de percepción establecidos. 

Durante el tiempo de vigencia de las medidas extraordinarias, la presentación 

de las solicitudes de alta inicial o reanudación de la prestación y el subsidio por 

desempleo realizada fuera de los plazos establecidos legalmente no implicará 

que se reduzca la duración del derecho a la prestación correspondiente. 

 

3.- Avales públicos de 100.000 millones de euros para pedir créditos  

Las empresas podrán solicitar créditos a la banca privada contando con el aval 

del Estado. Es una medida diferente a la de los 200 millones de euros en 

créditos públicos, concedidos a través del ICO, aprobados la semana pasada. 

4.- Prórroga automática de las prestaciones por desempleo. 

Las personas que estén recibiendo una prestación por desempleo verán 

renovada su prestación sin necesidad de renovar presencialmente la 

documentación. Las oficinas de atención a los desempleados atienden por vía 

telemática. 

III.-  Medidas para garantizar la liquidez de empresas y autónomos 
 
El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital otorgará avales 

a la financiación concedida a empresas y autónomos para atender sus 



necesidades derivadas, entre otras, de la gestión de facturas, necesidad de 

circulante, vencimientos de obligaciones financieras o tributarias u otras 

necesidades de liquidez. 

1.- Los plazos de pago de la deuda, los vencimientos de los plazos y fracciones 

de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, etc., de las 

deudas tributarias practicadas por la Administración Tributaria se ampliarán 

hasta el 30 de abril de 2020. 

Adicionalmente, en el seno del procedimiento administrativo de apremio, no se 

procederá a la ejecución de garantías que recaigan sobre bienes inmuebles 

desde la entrada en vigor del presente Real decreto-ley y hasta el día 30 de 

abril de 2020. 

2. En las comunicaciones notificadas a partir del día 18 de marzo de 2020, 

relacionadas con las liquidaciones anteriores, los plazos previstos se extienden 

hasta el 20 de mayo de 2020, salvo el plazo para interponer recursos o 

reclamaciones económico-administrativas frente a actos tributarios, así como 

para recurrir en vía administrativa las resoluciones dictadas en los 

procedimientos económico-administrativos, no se iniciará hasta concluido dicho 

período. 

Las medidas extraordinarias en el ámbito laboral previstas en el real decreto-

ley8/2020 estarán sujetas al compromiso de la empresa de mantener el empleo 

durante el plazo de seis meses desde la fecha de reanudación de la actividad. 

Limitación a la aplicación a los expedientes de regulación de empleo. No se 

aplicarán a las solicitudes presentadas con anterioridad al día 18/03/2020 las 

especialidades previstas para los ERTES. 

Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por 

desempleo descritas serán de aplicación a los afectados por los 

procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada 

comunicados, autorizados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de 

este real decreto-ley, siempre que deriven directamente del COVID-19. 

 

 

 



IV.- Moratoria en el pago de hipotecas a trabajadores afectados por la 
crisis del coronavirus 

El Gobierno impondrá a la banca una moratoria en el pago de las hipotecas 

para los trabajadores afectados por la emergencia económica y sanitaria del 

coronavirus.  

Los deudores hipotecarios podrán solicitar de la entidad financiera, hasta 

quince días después del fin de la vigencia del Real decreto-ley  (que está 

prevista en principio hasta el día 18 de abril de 2020), una moratoria en el pago 

del préstamo con garantía hipotecaria para la adquisición de su vivienda 

habitual, acompañando la documentación acreditativa correspondiente. 

La Entidad debe responder el plazo de 15 días naturales. 

El deudor se tiene que encontrar en  supuestos de vulnerabilidad económica, 

es decir: 

● Que el deudor hipotecario pase a estar en situación de desempleo o, en caso 

de ser empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o 

una caída sustancialde sus ventas . 

● Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no 

supere, en el mes anterior a la solicitud de la moratoria: 

-Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de 

Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM que equivale a 537,84€/mes). 

-Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la 

unidad familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el 

IPREM por cada hijo en el caso de unidad familiar monoparental. 

- Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor 

de 65 años miembro de la unidad familiar. 

- En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 

discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad 

que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una 

actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el 

IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo. 

- En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, 

con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de 

discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con 



discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual 

o superior al 65 por ciento, así como en los casos de enfermedad grave que 

incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 

● Que la cuota hipotecaria, más los gastos y suministros básicos, resulte 

superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de 

los miembros de la unidad familiar. 

● Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar (deudor, 

su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con 

independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los 

vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su 

cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la 

vivienda) haya sufrido una alteración significativa de sus circunstancias 

económicas en términos de esfuerzo de acceso a la vivienda, es decir: 

a) Que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias 

económicas cuando el esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la 

renta familiar se haya multiplicado por al menos 1,3. 

b) Que se ha producido una caída sustancial de las ventas cuando esta caída 

sea al menos del 40 %. 

 

 V.-  Medidas de apoyo a los trabajadores, familias y colectivos 
vulnerables 
 

1º.- - Se da preferencia al trabajo a distancia, exonerando la aplicación de la 

normativa sobre prevención de riesgos laborales, optando por la autoevalución 

del propio trabajador (en su domicilio). 

2º.- - Las personas trabajadoras por cuenta ajena que acrediten deberes de 

cuidado respecto del cónyuge o pareja de hecho, así como respecto de los 

familiares por consanguinidad hasta el segundo grado (padres, hijos/as, 

abuelos/as, nietos/as y hermanos/as) de la persona trabajadora, tendrán 

derecho a acceder a la adaptación de su jornada y/o a la reducción de la 

misma , cuando concurran circunstancias excepcionales relacionadas con las 

actuaciones necesarias para evitar la transmisión comunitaria del COVID-19: 

● Cuando sea necesaria la presencia de la persona trabajadora para la 

atención de alguna de las personas indicadas en el apartado anterior que, por 



razones de edad, enfermedad o discapacidad, necesite de cuidado personal y 

directo como consecuencia directa del COVID-19. 

● Asimismo, se considerará que concurren circunstancias excepcionales 

cuando existan decisiones adoptadas por las Autoridades gubernativas 

relacionadas con el COVID-19 que impliquen cierre de centros educativos o de 

cualquier otra naturaleza que dispensaran cuidado o atención a la persona 

necesitada de los mismos. 

● También se considerará que concurren circunstancias excepcionales que 

requieren la presencia de la persona trabajadora, cuando la persona que hasta 

el momento se hubiera encargado del cuidado o asistencia directos de cónyuge 

o familiar hasta segundo grado de la persona trabajadora no pudiera seguir 

haciéndolo por causas justificadas relacionadas con el 

El derecho previsto en este artículo es un derecho individual de cada uno de 

los progenitores o cuidadores, que debe tener como presupuesto el reparto 

corresponsable de las obligaciones de cuidado y la evitación de la perpetuación 

de roles, debiendo ser justificado, razonable y proporcionado en relación con la 

situación de la empresa, particularmente en caso de que sean varias las 

personas trabajadoras que acceden al mismo en la misma empresa. 

Los conflictos que pudieran generarse por la aplicación del presente artículo 

serán resueltos por la jurisdicción social. 

3º.-  Adaptación y reducción de jornada.- 

El derecho a la adaptación de la jornada por deberes de cuidado por 

circunstancias excepcionales relacionadas con el COVID-19 es una 

prerrogativa cuya concreción inicial corresponde a la persona trabajadora, tanto 

en su alcance como en su contenido, siempre y cuando esté justificada, sea 

razonable y proporcionada, teniendo en cuenta las necesidades concretas de 

cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, debidamente acreditadas , 

y las necesidades de organización de la empresa.  

Empresa y persona trabajadora deberán hacer lo posible por llegar a un 

acuerdo. 

El derecho a la adaptación de la jornada puede consistir en cambio de turno, 

alteración de horario, horario flexible, jornada partida o continuada, cambio de 

centro de trabajo, cambio de funciones, cambio en la forma de prestación del 

trabajo, incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o en cualquier otro 



cambio de condiciones que estuviera disponible en la empresa o que pudiera 

implantarse de modo razonable y proporcionado, teniendo en cuenta el 

carácter temporal y excepcional de las medidas contempladas en la presente 

norma,, que se limita al período excepcional de duración del COVID-19. 

Con respecto a la reducción de jornada, se afirma el derecho de las personas 

trabajadoras que tengan a su cuidado directo de menores de 12años, una 

persona con discapacidad, aunque desempeñe actividad retribuida, cuidado 

directo de un familiar (hasta el 2º grado de consanguinidad o afinidad) que, por 

razones de edad, accidente o enfermedad no puedan valerse por sí mismos, 

así como los progenitores,, adoptantes o guardadores con fines de adopción o 

acogedores de forma permanente (se incluyen el cuidado durante la 

hospitalización y tratamientos continuados, del menor afectado de cáncer o 

cualquier otra enfermedad grave que implique ingreso hospitalario de larga 

duración y requiera la necesidad de su cuidado directo), a reducir su jornada, 

con la disminución proporcional del salario. 

La reducción de jornada especial deberá ser comunicada a la empresa con 24 

horas de antelación, y podrá alcanzar el cien por cien de la jornada si resultara 

necesario, sin que ello implique cambio de naturaleza a efectos de aplicación 

de los derechos y garantías establecidos. 

En caso de reducciones de jornada que lleguen al 100 % el derecho de la 

persona trabajadora deberá estar justificado y ser razonable y proporcionado 

en atención a la situación de la empresa. 

En el caso de que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una 

adaptación de su jornada por conciliación, o de reducción de jornada por 

cuidado de hijos o familiares, o de alguno de los derechos de conciliación 

previstos en el ordenamiento laboral, incluida la lactancia, podrá renunciar 

temporalmente a él o tendrá derecho a que se modifiquen los términos de su 

disfrute siempre que concurran las circunstancias excepcionales previstas por 

el Covid-19, debiendo la solicitud limitarse al periodo excepcional de duración 

de la crisis sanitaria y acomodarse a las necesidades concretas de cuidado que 

debe dispensar la persona trabajadora, debidamente acreditadas, así como a 

las necesidades de organización de la empresa, presumiéndose que la 

solicitud está justificada, es razonable y proporcionada salvo prueba en 

contrario. 



4º.- Prohibición de cortar el agua, la luz o el gas a colectivos vulnerables 

durante la crisis del coronavirus 

El Gobierno prohibirá el cese de suministros básicos —agua, luz y gas— a los 

colectivos vulnerables durante la crisis del coronavirus. El Ejecutivo ya incluyó 

en el decreto del estado de alarma su facultad de adoptar las medidas 

necesarias para garantizar el suministro de energía eléctrica, de productos 

derivados del petróleo, así como de gas natural previstas en las leyes del 

Sector Eléctrico y de Hidrocarburos, que permiten que, en caso de ser 

necesario, el Gobierno pueda intervenir empresas para asegurar la continuidad 

del suministro o reducir la velocidad máxima en las carreteras, entre otras 

medidas. 

En Zaragoza a 18 de marzo de 2020 

 

 

Asesoría Jurídica 

 

 

 

 

 

 

 

 


